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San Juan 

 
CIVIL NÚM. 

SJ2015CV00036 
(907) 

 

SOBRE: 
MANDAMUS 

Panel integrado por su presidente el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 

Juez Colom García y la Jueza Cortés González        

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 La Autoridad de Tierras de Puerto Rico (Autoridad de 

Tierras) comparece, mediante recurso discrecional de Certiorari, 

y solicita que revisemos una determinación emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI).  

En ella, como parte de una solicitud al amparo de la Regla 56 

para el aseguramiento de sentencia, el TPI le ordenó a la 

Autoridad de Tierras a que -previo a la limpieza de los canales o 

trabajos de mantenimiento en las zonas colindantes a la Reserva 

del Caño Tiburones- solicite la autorización del Tribunal e 

informe el plan de trabajo a realizar y demás detalles pertinentes 

a las obras con al menos treinta (30) días de anticipación. 

 Examinados los alegatos de las partes, DENEGAMOS el 

auto solicitado. 
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I 

 Como parte de una demanda de mandamus, para requerir 

la protección del Área de Reserva del Caño Tiburones en Arecibo, 

promovida por la Sociedad Ornitológica Puertorriqueña y otros 

ciudadanos particulares (Sociedad) en contra de la Junta de 

Planificación, la Autoridad de Tierras y el Departamento de 

Recursos Naturales; la Sociedad presentó ante el TPI una Moción 

Urgente Solicitando Remedios Provisionales en Aseguramiento 

de Sentencia y en Protección de la Jurisdicción del Tribunal.  En 

esta solicitaron que el TPI, como remedio provisional en 

aseguramiento de sentencia, ordenara la paralización de ciertos 

trabajos que realizaba la Autoridad de Tierras en ciertas áreas 

que afectan el Caño Tiburones.  Alegaron que tales trabajos se 

hacían con el propósito de secar o drenar las áreas de la reserva 

y su zona de amortiguamiento, para que posteriormente, no 

puedan ser consideradas por el Tribunal como “humedales” bajo 

la Ley Núm. 314-1998, Ley de Humedales de Puerto Rico. 

 Con la finalidad de adjudicar la solicitud de paralización 

como una medida de aseguramiento de sentencia bajo la Regla 

56 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, el TPI celebró una 

vista, escuchó los testimonios periciales y de los funcionarios de 

la Autoridad de Tierras.  Eventualmente, emitió la orden para la 

continuación supervisada de los trabajos de la Autoridad de 

Tierras en los terrenos en controversia, esto como parte del 

aseguramiento de sentencia.  El TPI determinó que conforme a 

los testimonios desfilados en la vista se habían realizado unos 

trabajos de limpieza en el canal sur-este, y que ese drenaje 

ocasionó que las aguas de ese canal discurrieran directamente a 

lo que se conoce como la Reserva del Caño Tiburones, afectando 

el mismo.  Resolvió que aunque dicho trabajo concluyó, estos 
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eran continuos, por lo que pueden volver a ocurrir.  Con el fin de 

asegurar el remedio que en su día se emita en el pleito, el TPI 

ordenó a la Autoridad de Tierras a solicitar la autorización del 

Tribunal para hacer cualquier trabajo de limpieza en la zona 

colindante a la Reserva del Caño Tiburones, con 30 días de 

anticipación.  Impuso una fianza nominal de $1.00. 

 No conforme con tal determinación, acude ante nosotros la 

Autoridad de Tierras, mediante recurso de certiorari, y nos 

solicita la revisión de tal determinación.  Aduce que erró el TPI 

al: 

[…] [O]rdenar que la Autoridad de Tierras, previo a 
las labores de limpieza de canales o trabajos de 

mantenimiento en zonas colindantes a la Reserva del 
Caño Tiburones, solicite al Tribunal autorización para 

las mismas e incluye a las demás partes en el caso al 
momento de evaluación y determinación del 

Tribunal. 
[…] [I]ncluir como conclusión de derecho que la 

génesis de este mandamus está en el presunto 
incumplimiento de las agencias concernidas en 

declarar la Reserva del Caño Tiburones “en toda su 

extensión”. 
 

II 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual 

un tribunal de jerarquía superior puede revisar, a su discreción, 

una decisión de un tribunal inferior.  Art. 670 del Código de 

Enjuiciamiento Civil de 1933, 32 L.P.R.A. sec. 3491; Pueblo v. 

Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009).  El recurso de certiorari 

es discrecional y los tribunales deben utilizarlo con cautela y sólo 

por razones de peso. Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 18 

(1948).   

Con el fin de que el Tribunal de Apelaciones pueda ejercer 

de una manera sabia y prudente su facultad discrecional de 

entender o no en los méritos de los asuntos que le son 

planteados mediante el recurso de certiorari, la Regla 40 del 
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Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, 

R. 40 establece los criterios que debe tomar en consideración el 

tribunal apelativo al atender una solicitud de expedición de este 

recurso.  La referida Regla dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 

son contrarios a derecho. 
B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la 

prueba por el Tribunal de Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 
los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 
E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable en 
la solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 
 

La discreción judicial “no se da en un vacío ni en ausencia 

de otros parámetros” Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

183 DPR 580, 596 (2011), sino que el tribunal revisor debe 

ceñirse a los criterios antes enunciados.  Esta discreción en 

nuestro ordenamiento jurídico ha sido definida como una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justiciera.. Torres v. Junta de Ingenieros, 161 

DPR 696 (2004). En virtud de lo anterior, al evaluar un auto de 

certiorari este tribunal se guiará por los criterios arriba 

expresados y utilizará su discernimiento para entender o no en 

los méritos de los asuntos.   

De ordinario, se respetan las medidas procesales que los 

jueces del TPI toman en el ejercicio prudente de su discreción 
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para dirigir y conducir los procedimientos que ante ellos 

siguen.  Además, es norma reiterada que “este Tribunal no 

intervendrá con el ejercicio de la discreción de los tribunales de 

instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o 

que se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de Derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial”. Lluch 

v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  De igual 

manera en ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto, los tribunales apelativos no deben intervenir con la 

apreciación de la prueba oral desfilada en el juicio, ni con la 

adjudicación de credibilidad y las determinaciones de hechos que 

realice el foro de instancia. Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 

509,522 (2006); Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 78-79 

(2001); Monllor v. Soc. de Gananciales, 138 DPR 600, 610 

(1995).   

La norma que concede deferencia a las determinaciones 

que hace el foro sentenciador se activa particularmente en 

cuanto a las determinaciones de hechos basadas en el 

testimonio oral. López Delgado v. Cañizares, 163 DPR 119 

(2004). Esto debido a la oportunidad que tiene el Tribunal de 

Primera Instancia de presenciar la declaración de los testigos y 

observar su comportamiento, lo cual constituye un aspecto de 

vital importancia al adjudicar la credibilidad que se merezcan los 

testigos. Argüello v. Argüello, supra, a la pág. 79; Orta v. 

Padilla, 137 DPR 927, 937 (1995).   

En lo que concierne al uso de los remedios provisionales 

que establece la Regla 56 de Procedimiento Civil, la Regla 56.1 

de las de Procedimiento Civil, señala: 
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En todo pleito antes o después de sentencia, por moción 

del reclamante, el tribunal podrá dictar cualquier orden 
provisional que sea necesaria para asegurar la efectividad 

de la sentencia. El tribunal podrá conceder el embargo, el 
embargo de fondos en posesión de un tercero, la 

prohibición de enajenar, la reclamación y entrega de 
bienes muebles, la sindicatura, una orden para hacer o 

desistir de hacer cualesquiera actos específicos, o podrá 
ordenar cualquier otra medida que estime apropiada, 

según las circunstancias del caso. En todo caso en que se 
solicite un remedio provisional, el tribunal considerará los 

intereses de todas las partes y dispondrá según requiera la 
justicia sustancial. 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 56.1.   

Según lo antes citado, la referida Regla faculta a los 

tribunales a expedir una orden de hacer o desistir de hacer, 

como orden provisional en aseguramiento de sentencias. Asoc. 

Vec. V. Caparra v. Asoc. Fom. Educ., 173 DPR 304 (2008).  Esta 

orden, en esencia, cumple un propósito análogo al del injunction 

preliminar; “[e]sto es, pretende mantener el status quo, 

mientras se dilucida el pleito en sus méritos”. Asoc. Vec. V. 

Caparra v. Asoc. Fom. Educ., supra.  Así, la Regla 56.1 

asegurará la sentencia que en su día pudiera recaer a favor del 

demandante. García v. The Commonwealth Ins. Co., 118 DPR 

380, 387 (1987), Vda. De Galindo v. Cano, 108 DPR, 277 

(1979).  

Conforme a lo establecido por nuestra jurisprudencia, los 

criterios que tendrán que tomar en consideración los tribunales 

al momento de conceder o denegar una orden en aseguramiento 

de sentencia son: que sea provisional; que tenga el propósito de 

asegurar la efectividad de la sentencia que en su día se pueda 

dictar; y, que se tomen en consideración los intereses de todas 

las partes, según lo requiera la justicia sustancial. Freeman v. 

Tribunal Superior, 92 DPR 1, 25 (1965).   
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III 

 En el presente pleito nos corresponde evaluar si debemos 

intervenir en una determinación emitida por el TPI, al evaluar 

una moción sobre aseguramiento de sentencia.  En esta, el TPI 

le ordenó a la Autoridad de Tierras a que, previo a realizar 

trabajos de limpieza en la zona colindante a la Reserva del Caño 

Tiburones, solicitara la autorización del Tribunal.  Ello dentro de 

un pleito de mandamus para proteger el recurso natural 

extraordinario del Caño Tiburones.  Evaluados los criterios 

esbozados en la Regla 40 de nuestro reglamento, entendemos 

que nuestra intervención en el presente recurso no es meritoria. 

 En este caso, ante la solicitud de remedio provisional, el 

TPI celebró una vista sobre la medida provisional, recibió la 

prueba testifical y documental y determinó que para proteger la 

integridad de la Reserva del Caño procedía dictar una orden que 

obliga a la Autoridad de Tierras a obtener una autorización antes 

de realizar cualquier trabajo de limpieza.  Tal determinación es 

razonable y está dentro de la normativa aplicable.  Además, en 

este caso, no se ha demostrado que con tal determinación el TPI 

haya abusado de su discreción, ni se presentó prueba que 

rebatiera las determinaciones de hechos realizadas por el TPI.  

Es razonable ordenar, en un caso donde se dilucida precisamente 

la protección de una Reserva, que se solicite el permiso del 

Tribunal para hacer trabajos de limpieza en la zona colindante a 

la reserva del Caño Tiburones; sobretodo cuando se demostró -

como sucedió en este caso- en la vista, que se han estado 

realizando trabajos que podrían impactar la zona que se 

pretende proteger. 

 Por otro lado, en su alegato, la parte peticionaria sostiene 

que este caso ha seguido su curso y que el TPI tiene señalada la 
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Vista en su Fondo para los días 24 y 25 de agosto de 2016; 

razón por la cual además, resulta inadecuada la expedición del 

auto, toda vez que causaría una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

IV 

 Por lo antes expuesto, DENEGAMOS expedir el auto 

solicitado y devolvemos el caso al Tribunal recurrido para la 

continuación de los procedimientos. 

Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, fax o 

teléfono y por correo regular, al tribunal recurrido y a las partes 

litigantes. 

La Juez Colom García disiente sin opinión escrita.   

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


